
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR 
5 PISO, PALACIO DE JUSTICIA, CARRERA 14 CALLE 14 ESQUINA 

TEL. 5600410, 
iO3ccvpare,cendoi.ramajudicial.gov.co   

01 JUR 2021 
PROCESO: 	Apelación auto 
RADICADO: 	2018-00038-01 

Antecedentes 

Sentencia de fecha mayo 6 de 2021 proferida por la Sala Civil de la Corte 
Suprema de Justicia 

Parte considerativa de la sentencia de tutela antes mencionada. 

En lo pertinente indica la sentencia, 

«Ahora, en lo que atañe a la otra cautela que reclamo la gestora del 
resguardo "de los dineros girados por la administradora de recursos del 
sistema general de seguridad y salud en el trabajo ADRES", considera la 
Sala que le asiste razón a la impugnante, por cuanto no se advierte 
arbitrariedad en la decisión que sobre ese particular adoptó la falladora del 
circuito convocada. 

Ciertamente, para desestimar dicha solicitud el estrado atacado estimó que 
la "medida de embargo de los dineros del ADRES, de manera general, no es 
procedente", decisión que no luce caprichosa, teniendo en cuenta que, sin 
duda, la petición resultaba imprecisa, pues no se aclaraba que tipo de 
recursos, créditos o derechos pretendía cautelar la demandante, lo que 
hacia inviable su solicitud. 

Entonces, se reitera, la decisión controvertida no luce antojadiza, caprichosa 
o subjetiva, al margen de que se comparta, descartándose la presencia de 
una via de hecho, de manera que la queja de la gestora no halla recibo en 
esta sede excepcional, pues la referida deducción del despacho judicial 
acusado no pueden ser desaprobada de plano o calificada de absurda o 
arbitraria, «maxime si la que ha hecho no resulta contraria a la razón, es 
decir si no esta demostrado el defecto apuntado en la demanda, ya que con 
ello desconocerían normas de orden publico...y entraría a la relación 
procesal a usurpar las funciones asignadas validamente al ultimo para 
definir el conflicto de intereses." 

"...De acuerdo con las consideraciones precedentes, se considera que, 
como lo concluyó el aquo, se imponía la concesión del amparo perseguido. 
Sin embargo, ha de precisarse que el análisis que deberá hacer el juzgado 
del circuito convocado, en virtud del resguardo otorgado, se circunscribirá 
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al embargo y retención que reclamo la tutelante respecto de las cuentas 
que posee en COOMEVA EPS, en los bancos de Occidente y AV VILLAS, 
mas no sobre la cautela que deprecó "de los dineros girados por la 
administradora de recursos del sistema general de seguridad y salud en el 
trabajo ADRES". 

3. Consideraciones 

En cumplimiento a la orden de tutela emanada de la Corte Suprema de 
Justicia, se analiza la excepción de inembargabilidad, respecto a las 
cuentas maestras, específicamente las del banco de occidente y ay villas. 

Considera esta Judicatura que debe tenerse en cuenta cual fue la solicitud 

realizada por el recurrente. 
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La competencia funcional del juez de segunda instancia está limitada por 
las razones de inconformidad expresadas por el recurrente en el escrito de 
sustentación del recurso de apelación y no por el mero acto procesal 
dispositivo de parte, a través del cual manifiesta, de manera abstracta, 
impugnar la respectiva providencia. 
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Las competencias funcionales del juez de la apelación, cuando el apelante 
es único, no son irrestrictas, pues están limitadas, en primer lugar, por el 
principio de la "non reformatio in pejus", introducido como precepto en el 
artículo 31 de la Constitución Política y consagrado por el mismo artículo 
328 del CGP y, en segundo orden, por el objeto mismo del recurso de 
apelación (revocar o modificar la providencia), cuyo marco está definido, a 
su vez, por las razones de inconformidad o juicios de reproche esbozados 
por el apelante en relación con la situación creada por el fallo de primera 
instancia. 

Así, pues, al juez de segundo grado le está vedado, en principio y salvo las 
excepciones hechas por el legislador, revisar temas del fallo de primer 
grado que son aceptados por el recurrente (bien porque omite reargüirlos 
en la sustentación del recurso de apelación o bien porque expresamente 
los elimina de la discusión manifestando su asentimiento en relación con 
los mismos), pues éstos quedan excluidos del siguiente debate y, por lo 
mismo, debe decirse que, frente a dichos aspectos, fenece por completo el 
litigio o la controversia. 

En este caso en particular, este Despacho resuelve nuevamente recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandante dentro del proceso 

ejecutivo singular que sigue la sociedad Centro de Imagenologia Castulo 

Ropain Lobo SAS contra COOMEVA EPS, con fundamento en sentencia de 

tutela de fecha mayo 6 de 2021 proferida por la Corte Suprema de 

Justicia. 

3.1. Presupuestos normativos 

Respecto a la inembargabilidad de los bienes de la Nación, el decreto 

111de 1996 expone la aplicación de este principio a los recursos del 

presupuesto general de la Nación, así: 

"ARTICULO 19 "INEMBARGABILIDAD. Son inembargables las rentas 

incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, así como los bienes 

y derechos de los órganos que lo conforman. (...)Se incluyen en esta 
prohibición las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del 
título XII de la Constitución Política. Los funcionarios judiciales se 
abstendrán de decretar órdenes de embargo cuando no se ajusten a lo 

dispuesto en el presente artículo, so pena de mala conducta (Ley38/89, 

artículo 16, Ley 179/94, artículos 6o., 55, inciso 3o.)" 

El Código General del Proceso en el artículo 594 desarrolla el principio de 

inembargabilidad de los recursos incorporados al Presupuesto General de 

la Nación, previniendo a los funcionarios judiciales de la prohibición de 

decretar medidas de embargo sobre recursos inembargables: 

"ARTICULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes 

inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, 

no se podrán embargar: 
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1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 
general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del 

sistema general de participación, regalías y recursos de la 

seguridad social." 

La norma en cita, efectivamente reconoce que los recursos de la seguridad 
social están amparados por el principio de inembargabilidad, ello con el fin 

de salvaguardar derechos fundamentales que se pueden ver afectados de 

forma eventual con la práctica de medidas cautelares de los mismos. 

El Decreto 0028 de 2008, previó ese principio de inembargabilidad, 

entendiendo que los "recursos del sistema general de participaciones 

forman parte de los bienes, rentas y recursos incorporados en el 

presupuesto general de la Nación, (...)" 
En lo que toca, particularmente, a la Salud, el Decreto 97 1 del 2011 reza: 

"Artículo 8. "GIRO DIRECTO DE LOS RECURSOS INCORPORADOSEN EL 

PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN, EN EL FOSYGA Y DEMÁS 

RECURSOS DISPONIBLES EN EL NIVEL CENTRAL, DESTINADOS AL 

RÉGIMENSUBSIDIADO. Con base en la Liquidación Mensual de Afiliados, 

el Ministerio de la Protección Social o quien haga sus veces, girará a las 

cuentas maestras de las Entidades Promotoras de Salud, en nombre de las 

entidades territoriales, los recursos del Sistema General de Participaciones 

en su componente de subsidios a la demanda y los del Presupuesto 

General de la Nación y autorizará al administrador fiduciario de los 

recursos del Fosyga el giro que corresponda, descontando los montos 

reportados por la Dirección de la Cuenta de Alto Costo.(...)" 

3.2. Presupuestos jurisprudenciales 

La Corte Suprema de justicia en providencia de tutela del 23 de enero de 
2020, trae a colación una línea jurisprudencial de sentencias de la Corte 

Constitucional respecto del tema de inembargabilidad de los bienes 
públicos, por lo que se hace menester citar algunos extractos de las 

providencias que la conforman, siendo que tratan el asunto que aquí es 

objeto de estudio. 

Respecto de la finalidad del principio de inembargabilidad señaló: 

""(...) adecuada provisión, administración y manejo de los fondos necesarios 

para la protección de los derechos fundamentales y en general para el 

cumplimiento de los fines del Estado (...) 

"Lo anotado porque si se avalara el embargo de todos los activos púbicos"(...) 

(i) el Estado se expondría a una paralasis financiera para realizar el 

cometido de sus fines esenciales, y (ii) se desconocería el principio de la 

prevalencia del interés general frente al particular, el artículo 1° y el 

preámbulo de la Carta Superior (...). 
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"También, el Alto Tribunal Constitucional se ha pronunciado respecto de la 

inembargabilidad de los recursos que financian la salud. 

En sentencia C-313 del 2014 realizó un control previo sobre el proyecto de 
Ley Estatuaria 1751 de 2015 aludida anteriormente, en la que precisó que 

por regla general los recursos son inembargables: 

"El artículo 25 del Proyecto hace referencia al tratamiento de los recursos 
que financian la salud, a los cuales dota de las siguientes características: i) 
son públicos, ii) son inembargables, iii) tienen destinación específica y, por 
ende, iv) no podrán ser dirigidos a fines diferentes de los previstos 
constitucional y legalmente. En lo que respecta al carácter público que se le 
atribuye a los recursos de salud, esta Corporación ha precisado, en 
reiteradas ocasiones, que dicho peculio es de índole parafiscal, aspecto que 
refuerza su naturaleza pública. Ahora bien, en lo concerniente a la 
inembargabilidad de los recursos de lasalud y a la destinación específica de 
los mismos, es de advertir que, tal como lo ha sostenido la Corte en varias 
de sus providencias, "la inembargabilidad busca ante todo proteger los 
dineros del Estado -en este caso los de las entidades descentralizadas del 
orden departamental-para asegurar en esa forma que se apliquen a los fines 

de beneficio general que les corresponden, haciendo realidad el postulado 
de prevalencia del interés común plasmado en el artículo 1" de la Carta"4. 

Para la Sala, la prescripción que blinda frente al embargo a los recursos de 
la salud, no tiene reparos, pues, entiende la Corte que ella se aviene con el 
destino social de dichos caudales y contribuye a realizar las metas de 
protección del derecho fundamental. Con todo, encuentra la Corporación que 
la regla que estipula la inembargabilidad, eventualmente puede chocar con 
otros mandatos, por ello, tienen lugar las excepciones al momento de 
definirse en concreto la procedencia o improcedencia de la medida cautelar." 

3.3. Excepciones al principio de inembargabilidad 

Como se ha visto hasta ahora la ley y la jurisprudencia han regulado el 
principio de inembargabilidad respecto de los recursos que conforman el 
Presupuesto General de la Nación. 

Corresponde ahora revisar las excepciones previstas para el referido 
principio por el legislador, la normativa y por los Altos Tribunales por vía 

de la jurisprudencia. 

La propia legislación en comento previo excepciones a ese principio, 
excepciones que la jurisprudencia se permitió redimensionar, elaborando 
una especie de subreglas para su recta aplicación. En efecto, por ejemplo, 
en el citado artículo 21 del Decreto 0028 de12008, entendía que las 
obligaciones laborales eran invulnerables, sólo que se deberían tomar por 
las autoridades medidas para no perjudicar la marcha normal de la 
ejecución presupuestal. Dijo "Para evitar situaciones derivadas de 
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decisiones judiciales que afecten la continuidad, cobertura y calidad de los 
servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas cautelares 
que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones 
laborales, se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación 
de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión judicial, la 
entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y 
cancelará el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o 

vigencias fiscales subsiguientes." 

De la misma manera, en el citado Decreto 111 de 1996 se aludió a esa 
excepción al principio de inembargabilidad cuando ordenó: "No obstante la 
anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar 
las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y 
respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas 

sentencias." 

3.4. Presupuestos Jurisprudenciales 	del 	principio 	de 

inembargabilidad. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional, la que elaboró una especie de 
subreglas tendientes a regular los eventos y maneras como podría, 
excepcionalmente, afectarse los dineros públicos del presupuesto nacional, 
y en especial los de la salud. Sobre el particular, para empezar, hay una 
línea marcada de tiempo atrás con las providencias C-546 de 1992, C-013, 
C-017, C-107, C-337, C-555 de1993, C-103 y C-263 de 1994. C-354 y C-
402 de 1997, T-531 de 1999, C-427 de2002, T-539 de 2002, C-793 de 
2002. C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de2005. C-1154 de 2008. C-
539 de 2010, C-543 de 2013 y C-313 de 2014, entre otras. 

De lo anterior se pasa entonces a aquellos pronunciamientos en los que la 
jurisprudencia definió las referidas subreglas o excepciones al principio de 
inembargabilidad, a saber: 

La sentencia C-2265 de 2008 de la Corte Constitucional desarrolla la 
excepción a la inembargabilidad que tiene que ver con la satisfacción 
de créditos u obligaciones de origen laboral."(...) la prohibición de 

embargo de recursos del presupuesto de las entidades territoriales no 
es absoluta, ya que no pueden perderse de vista otros valores, 

principios y derechos constitucionales como la dignidad humana, el 

principio de seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a 
la justicia y el derecho al trabajo, entre otros. Es por ello que acepta la 

imposición de medidas cautelares, para lo cual advierte que las 
mismas se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre 

destinación de las entidades territoriales. De esta manera se reconoce 
el destino social constitucional y la necesidad de inversión efectiva de 

los recursos del SGP, pero en aras de garantizar el principio de 

efectividad de los derechos se acepta también la posibilidad de 
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embargo de otro tipo de recursos del presupuesto de las entidades 

territoriales. 

Sin embargo, existe otra interpretación que es compatible con estos 

preceptos de la Carta Política en tanto asegura la efectividad delos 

derechos y ofrece certeza sobre el pago de acreencias laborales. 

Según esta lectura de la norma, el pago de las obligaciones laborales 

reconocidas mediante sentencia debe efectuarse en el plazo máximo 

de dieciocho (18) meses contados a partir de la ejecutoria de la 

misma, después delo cual podrán imponerse medidas cautelares 

sobre los ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva 

entidad territorial, y, si esos recursos no son suficientes para 

asegurar el pago de las citadas obligaciones, deberá acudirse a los 

recursos de destinación específica." 

Hasta aquí se ha visto una excepción al principio de inembargabilidad a 

los recursos públicos que ha sido reglada en el Decreto 0028 de 2008, y 
objeto de pronunciamiento en la providencia atrás citada, y es la que versa 

sobre acreencias laborales. 

Pasamos ahora a ver otras excepciones que la jurisprudencia ha 

desarrollado frente al principio de inembargabilidad que se viene tratando. 

"Por su parte, la Corte Constitucional, al fijar el contenido y alcance del 

artículo 63 sobre el tema en discusión, ha sostenido que el principio de 

inembargabilidad es una garantía que se hace necesario preservar y 

defender, con el fin de proteger los recursos financieros del Estado, en 

particular, los destinados a cubrir las necesidades esenciales de la 

población. Esto, por cuanto si se permitiera el embargo de todos los recursos 

y bienes públicos (i) el Estado se expondría a una parálisis financiera para 

realizar el cometido de sus fines esenciales, y (ü) se desconocería el principio 

de la prevalencia del interés general frente al particular, el artículo 1 y el 

preámbulo de la Carta Superior. 

Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el 

principio de inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, 

valores y derechos constitucionales, entre los que se encuentran, la dignidad 
humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo. Estas son:(i) 

Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer 

efectivo el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. (ü) Pago de 

sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 

de los derechos en ellas contenidos.(iii) Títulos emanados del Estado que 

reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 

En esa providencia, se hace mención a una cuarta categoría que cobra 

especial relevancia en el caso sub examine como se verá más adelante y 

que dice: 
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(iv) Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del 
SGP, siempre y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente 
alguna de las actividades a las cuales estaban destinados dichos recursos 
(educación, salud, agua potable y saneamiento básico)"(Subraya la Sala) 

La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en sentencia STC 
2705 del 05 de marzo de 2019, determinó que dentro de los parámetros 
para que proceda el embargo de rentas del Presupuesto General de la 
Nación, está que el cobro ejecutivo que tenga como base títulos que 
provienen del desarrollo de la actividad que se encuentre financiada por 
los dineros destinados al Sistema General de Participaciones: 

'Así queda claro, conforme a la jurisprudencia antes citada, que si bien los 
dineros y bienes del Presupuesto General de la Nación, por regla general 
gozan de inembargabilidad, lo cierto es que cuando se persista el cobro 
ejecutivo de sumas contenidas en documentos claros, expresos y exigibles, 
se materializan las excepciones a tal prerrogativa,y por tanto, se abre paso 

a la retención cautelar de tales rubros. 

Excepciones que les son aplicables a los dineros destinados a Sistema 
General de Participaciones, no obstante, como dichas sumas gozan de una 
destinación específica, su embargabilidad solamente procederá para el pago 
de obligaciones que surjan en sentencias, títulos u obligaciones laborales 
adquiridas en desarrollo de la actividad que se financie con cada una de las 

partidas que lo integran.(..) 

Bajo tales supuestos, correspondía entonces al Juzgado establecer si el 
levantamiento de la medida cautelar decretada, era procedente, no solo a la 
luz de las disposiciones de los artículos citados en precedencia, sino 
además, ponderar si dadas las circunstancias especiales que rodean la 
ejecución, se cumplía alguna de las excepciones que la jurisprudencia 
constitucional desarrolló en torno a la inembargabilidad de los recursos del 
Estado, específicamente aquellos destinados a financiar el sistema de 

Seguridad Social en Salud. "(Rayas de la Sala del Tribunal) 

En consonancia con lo anterior, en la sentencia STC14198 del 2019, la 
Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, hizo alusión a la 
excepción que alude a que es procedente el embargo cuando las 
obligaciones reclamadas tienen como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos: 

Así, omitió, particularmente, la exclusión referente a la posibilidad de 
sufragar obligaciones con dinero del Estado, consignadas en sentencias y 
títulos ejecutivos, cuando éstos tienen "(...) como fuente alguna de las 
actividades a las cuales estaban destinados dichos recursos (educación, 
salud, agua potable y saneamiento básico)La alzada incoada contra las 
medidas dispuestas por el a quo, esto es, la retención sobre los dineros que 

la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud -ADRESS-tenga "(...) pendientes por pagar a favor de la sociedad 
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demandada Salud vida E.P.S. (...)", imponía surtir un estudio del régimen de 

excepciones atrás analizado, para establecer si los títulos base del recaudo 

que, incluso, ya fueron definidos como una obligación a cargo de la deudora, 

mediante sentencia, tienen "(..) como fuente alguna de las actividades a las 

cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable 

y saneamiento básico) (...)", lo cual permitiría mantener las cautelas 

reseñadas. "(Subraya la Sala). 

En sentencia 5TC7397-2018, con radicación N° 11001-02-03-000-2018-

00908-00, la Corte Constitucional puntualizó: 

5.2.1.- Primeramente que las fuentes de financiación del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud, grosso modo, son variadas y distintas, y obedecen a rubros ya fismles ora 

parafisoales, así: (a) Cotizaciones -CREE-; (b) otros ingresos (incluye rendimientos 

financieros); (c) Cajas de Compensación Farruliar; (d) Sistema General de Participaáones 

(SGP); (e) Rentas Cedidas; fi) Subcuenta ECAT (SOAT); (g) Subcuenta de Garantía; (h) 

Excedentes Fin (Adres otrora Fosyga); fi) Regalías; o Esfuerzo propio; (k) Recursos de la 

Nación Isey 1393 de 2010); fi) Aportes de la Nación (Fosyga). 

Dichas vertientes, en tratándose del Régimen Subsidiado del Sistema General de 

Seguridad Social en Sufrid, son: aportes de solidaridad del régimen contnbutivo; recursos del 

Sistema General de Participaciones para Salud (SGPS); reallSOS obtenidos del Monopolio de 

Juegos de Azar y Suerte leCUTSCIS transferidos por ETESA a los entes territoriales; MCWSOS 

propios de los entes territoriales; recursos provenientes de Regalías; recursos propios del 

Fosyga, hoy Adres; recursos del Presupuesto General de la Nación; recursos propios de las 

Cnjas de Compensación Familiar; recursos por recaudo del IVA; recursos por recaudo de 

CREE recursos destinado al financiamiento de regímenes especiales; recursos provenientes 

de Medicina Prepagacla, y, MCWSOS provenientes del Sistema de Riesgos Profesionales 

Por supuesto que el «Sistema General de Participaciones» no es el único cauce 

financiero del cual se nutre el Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad Snrinl 

en Salud. 

5.2.2.- En segundo orden, en que a fin de que esos recursos cumplan con la 

destinación espeafi ca parra la cual son transferidos, el Sistema General de Seguridad Social 

en Salud contempla la existencia de «Cientos Maestras del Sector Salud» que conforme al 

artículo 15 de la Resolución 3042 de 2007 del Ministerio de Protección Sodal, con que se 

reglamentó la organización de los Fondos de Salud de las Entes Territoriales, se definen 

como «las cuentas registradas para la recepción de los recursos del SGP en Sahrl y a las 

cuales ingresarán la totalidad de /os recursos de las subcuentas de régimen subsidiado, de 
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prestación de servicios de salud en lo no cubierto con subsidias de la demanda y de salud 

pública colectiva de los Fondos de Salud de los entes tenitoriales. 

A su tez los «Fondos de Salud), conforme al precepto 4° ejusdern, estarán 

conformados por las siguientes (subcuentas): (a) Subcuenta de Régimen Subsidiado de 

Salud; (b) Subcuenta de Prestación de Servicios de Sahrd en lo no cubierto con Subsidios ala 

Demanda; (c) Subcuenta de Salud Pública Colectiva; y, (d) Subcuenta de Otras Gastos en 

,Sahrd  

A la par, ha de señalarse que los gastos» de la «Subcuenta de Régimen Subsidiado» 

son: La Unidad de Pago por Capitación del Régimen Subsidiado (UPCS), para garantizar 

el aseguramiento a la población de escasas recursns asegurada a través del Régimen 

Subsidiado, con las Entidades Promotoras de Salud; siempre deberá identificarse si son 

apropiaciones con o sin situación de fondos. fi) El 0.4% de los reatrsns destinados a la 

Superintendencia Nacional de Salad para que ejerza las funciones de inspección, vigilancia 

y control de las entidades territoriales, con cargo a las recursos de la Subcuenta de 

Solidaridad del Fosyga, hoy Adres; siempre deberá identificarse si son apropiaciones con o 

situación de fondos. fi) Hasta el 0.4 % de los recursos del Régimen Subsidiado, destinados 

a los servidos de a uditoría y/ o interventoría de dicho régimen. (lv) El pago alas Instituciones 

Prestadoras del Servicio de Salud pps), del valor correspondiente alas servicios prestados a 

la población pobre no asegurada de la respectiva entidad tenitoriaL M El pago a las IPS del 

valor correspondiente a los servicios no incluidos en el Plan de Beneficies a cargo del 

departamento. (vi) La financiación de los Programas De Saneamiento Fiscal y Financiero de 

las Empresas Sociales del Estado, categorizadas en riesgo medio y alto. Y, (vii) la inversión 

en el mejoramiento de la ~dura y dotación de la red pública de Instituciones 

Prestadoras de Servicios de Salud, en el marco dela organización de la red de prestación de 

servicios. 

Por demás, debe hacerse cicuiclad que una msn son las cuentas y subcuentas 

maestras de los entes territoriales (departamentos, distritos o municipios) donde se recauda 

y giran los dineros de la salud, y otras bien distintas las cuentas inscritas de los 

beneficiarios de pagos ante la respectiva entidad financiera de la Subcuenta del Régimen 

Subsidiado, y es aesta última adonde se realiza el pago por trasferencia electrónica 

523.- Dn tercer lugar, que existen «excepciones al prindpio de &ernbargabüidacb de 

los dineros destinadas a la prestadón del servicio público de salud (son recursos públicos y 

del Sistema General en Seguridad Snrinl Salud); a manera de ilustración y respecto a ello, 

pueden consultarse las sentencias de la Corte Constitucional C-546 de 1992; C-13, C-017, 
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C-337 y G555 de 1993; C-103 de 1994; C-354 y C-402 de 1997; C-793 de 2002; C-566 de 

2003; C-1154 de 2008; C-539 de 2010 y G313 de 2014, entre otras. 

Una de dichas excepciones es la concerniente con «la viabilidad de disponer la 

retención de esas valores cuando el recaudo ejecutivo 7..) tiene CD1710 fuente alguna de las 

actividades a la cual están destinadas los recursos del SGP ( . .)" [Corte ConstitucionaL 

Sentencia C-566 de 2003]» (CSLS-11,16197-2016, 9 nov. 2016, rad. 2016-03184-00). 

Relativamente a ello, esta Corporación luto occisión de expresar, en C. S 1 AP4267-

2015, 29 juL 2015, rad. 44031, que: 

Si bien es cierto en la providencia C-539 de 2010 la Corte aristitucional indicó haber 

~llamado en la sentencia G1154 de 2008 la emequilaffidad del artículo 21 delDecreto 

028 de 2008 sólo al pago de las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia, 

también. en la misma dispuso "estarse a lo resuelto en la sentencia C-1154 de 2008", de 

cuyo contenido no se advierte que se hubiesen refinado las excepciazes al principio de 

inernbargabilidad señaladas en las sentencias C-732 de 2002 y C-566 de 2003; todo lo 

contrario, veamos 

Destacó la arte anstitucional en la sentencia C-1154 de 2008, que la jurisprudencia 

para entonces había dejado don que el pincipio de inembargabilidad no era absoluta 

sino debía oarialictrw con las demás valores principios y derechos reconocidos en la Carta 

Explicó que ala facultad del Legislador también debe ejercerw dentro de las limites 

trazados desde la larolici Constitución, corno el reconodmiento de la dignidad humana, el 

pnclaio de efrdiviclad de los derechos el principio de sagwidad jurídica, el derecho ala 

propiedad, el acceso alajusticia y lanecesidad de asegurar la vigencia de un ordertjusto 

mire otros". 

Que si bien la `Yegla general" adoptada por el legislador ea la "irrembargabiliclad" de /as 

reausos púbhcos del Presupuesto General de la Nación, recordó que la jurisprudencia Ab 

algunas exepciones para cumplir con el deber estatal de proteger y asegurar la 

efectividad de los derechos fitriclamentales de cada persona individualmente 

considerada. 

La primera de estas eponsciones tolla que ter cm la necres-iclad de satisfacer créditos u 

obligaciones de origen laboral cm miras a efedivizar el derecho al trabajo en condiciones 
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dignas y justas1; la segunda, hacía relación a la importancia del oportuno pago de 

sentencias judiables para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 

mamados en dichas pro vider~; y la tercera excgoción se daba ert el caso en que 

existieran títulos emanados del Estado que reccnociemnuna obligación dala, expresa y 

e. 

Siguiendo esta &tea argumentativa, consideró "que el principio de inembargablidad de 

1720,050S del SGP tampoco es absoluta pues debe conaliarse oan bs demás derechos y 

prnaPios reconocidos en la Cons-duciátf premisa a partir de la cual indicó que "las reglas 

de excepción al principio de inembangabliclad del presupuesto eran aplicables respecto de 

los ~nos cid 	CJ siemprey cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente 

alguna de las actividades a las cuales estaban destncrclos las recursos d-1  SGP 

(educación, salud agua potable u sana miento básicof. 

52 L otna parte ciertamente la sentencia C-1154 de 2008, opino lo indicó el apelante 

señaló que d Acto Legisblivo 4 de 2007 da cuenta de "una mayor preocupación del 

constituyente por asegurar el destino social y la inversión efectiva de esos recursos", lo cual 

supone fortalecer el ~Dio de nernbcogabilidad.  " de los recursos del SGP 

Sn. embarga aquella premisa también propende por la conservación de alguna de sus 

excepciones cual es "cuando las obligaciones redamadas tuvieran °amo fuente alguna de 

las adividades alas cuales estaban destinados los recursos del FriP (educación, salud, 

agua potable y saneamiento básicof; pues en esta hipótesis cal la medida cautelar se 

garantiza el pago efectivo del servicio para el cual fueron dispuestos los recursos 

R:ir ~ente reculta razonable que los dineros de COOSAWD EPS-S -girados del 

SGP-, puedan ser embargados cuando la medida cautelar pretende garantizar el pago de 

obligaciones contenidas en títulos eje14iins emitidos precisamente en razán de los 

La providencia recordó que esta excepción había sido establecida mediante la Sentencia C-546 de 1992, 
criterio luego reiterado en las sentencias C-013 de 1993, C-017 de 1993, C-337 de 1993, C-103 de 1994, C-263 
de 1994, T-025 de 1995, T.262 de 1997, C-354 de 1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 
de 2002, C-566 de 2003, C-1064 de 2003 y T-1195 de 2004. 
2  Recordó que así había sido establecido por la Corte Constitucional en la sentencia C-354 de 1997, donde 
declaró la constitucionalidad condicionada del articulo 19 del Decreto 111 de 1996 (inembargabilidad del 
Presupuesto General de la Nación), "bajo el entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sea que 
consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que 
indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantas 
ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos 
respectivos". Señaló también la providencia que se viene reseñando, que esta postura jurisprudencial también 
fue reiterada en las sentencias C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002 y C-192 de 2005, 
entre otras. 
3  Indicó que esta excepción había sido establecida jurisprudencialmente en la Sentencia C-103 de 1994, donde 
la Corte declaró la constitucionalidad condicionada de varias normas del Código de Procedimiento Civil relativas 
a la ejecución contra entidades de derecho público y la inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación. 
Agregó que esta posición jurisprudencial había sido precisada en la Sentencia C-354 de 1997, en donde se había 
explicado que la excepción a la inembargabilidad, en caso de existir títulos ejecutivos emanados del Estado, se 
explicaba "en atención a criterios de igualdad frente a las obligaciones emanadas de un fallo judicial". 
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servidos de idéntica naturalezn prestados a los afiliadas del sistema de segnidad gorial 

vinculados alaEPS,S máxime que el callado 21 delnecreto 28 de 2008, hace referencia a 

binembargabllidad de las recursos del sistema general de participaciones que aún hacen 

parte de 1 presupuesto de las entidades públicas no cuando ya han sido entregados alas 

EPS Obsérvese lo señalado en el texto normativo: ~21 lliembargabffidad Los 

recursos del Sistema General de Participaciones son nembargables. Fara evitar 

situadones derivadas de decisiones judiciales que afecten la ~dad cobertura y 

calidad de las servicios frnandados cm cargo aestos recursos las medidas ca 'Mares que 

adopten /as autoridades judiciales tinadas con obligaciones laborales w harán 

efectivas sobre ingresos corrientes de bbre ~don' de la respectiva entidad tenitorial 

Para cumplir co la decisión judicial, la entidad tenitorial presupuestará el monto del 

recurso c comprometer y cancelará el respedivo crédito judicial en el transcurso de la 

ligando o vigendas fiscales subsiguientes. 

Lo contrario -es decir, entender que el 'principio de inembargabdidad" cobija las recursos 

de czab al ya girados por el Estado alas EFSS parctlos a7,919 de cobro mediante procesos 

ejecutivos contra estas entidades por servidos de la misma naturaleza- no w observa 

razaiable porque si elpincipb de inembargabliclacl de /as recursos del SGP, como lo tiene 

reconocido la Corte Constitucioncd es asegurar el destino sn- inl y la kunsión efectiva de 

los mismos sería despropordonado por carencia de idoneidad que fiente al 

incumplimiento de las empresas promotoras en el pago de gls obligaciones contad as 

malos pestadores del servicio de salud recultm amparadas por el mencionado principia 

pues bnplicarbfavorecer la ineficacia y el colapso del sistema de seguridad social del cual 

hacen parte las br'S (artiado 155 dela Ley 100 de 1994 toda rio7 que w auspiciaríael no 

pago de los servicios sanitarias cm lo cual no llegarían /as dineros de la salud a donde 

fueron destinados por el Estado, al menos no oportunamente en debimento de las IPS - 

públicas, midas o privadas-, cuya viabilidad financiera depende precisamente de que los 

pagos por los servidos que prestan les sean ~temente sufragados (destacado 

original 

4. Tesis del Despacho 

En respuesta a los problemas jurídicos planteados y en virtud de los 

presupuestos normativos y jurisprudenciales citados en esta providencia, 

es claro que sobre las cuentas maestras de las EPS a las que son girados 

dineros provenientes del Presupuesto General de la Nación para la 
financiación de los servicios de salud de los afiliados al Régimen 

Subsidiado de Salud recae el principio de inembargabilidad, atendiendo 

que dichos recursos son destinados para el cumplimiento de los fines 

esenciales del Estado. 
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No obstante, lo anterior, como se anotó en la anterior parte prescriptiva, el 

principio de inembargabilidad no es absoluto y rigen las excepciones a la 
regla general, que para el caso particular relativo a las cuentas bancarias 

donde se depositan los giros realizados por el ADRES a Coomeva EPS. 

En relación a las excepciones, la primera excepción concerniente a 
cancelar las obligaciones de origen laboral, en el presente caso, no tiene 

cabida porque las facturas aquí cobrabas no provienen de contratos de 

trabajo. 

En relación a la segunda excepción, la cual tiene que ver con el pago de 

sentencias judiciales en las que haya sido condenado algún órgano del 
Estado, no sería la que abra paso en el sub examine la medida cautelar 

pedida, pues el título base de la ejecución, son facturas provenientes de la 
prestación de servicios médicos asistenciales en urgencias a los afiliados 

de Coomeva EPS. 

La tercera excepción, aquella que señala la viabilidad del cobro de títulos 

legalmente válidos, debe verse junto con aquella que indica las acreencias 

objeto de recaudo deben estar relacionadas con alguno de los servicios de 

salud, educación, agua potable y saneamiento básico (cuarta excepción). 

Como se desprende del plenario las facturas presentadas para el cobro 

ejecutivo constituyen títulos legalmente válidos que fueron expedidos con 

ocasión a la prestación del servicio asistenciales a los afiliados de Coomeva 

EPS, por ello, encuadra aquí la excepción cuarta referenciada en el párrafo 

anterior. 

En el presente asunto se podría acoger a una de las excepciones al 
principio de inembargabilidad, en este caso el tercero y cuarto, si el 

embargo de los dineros girados por la Administradora de Recursos del 
Sistema General de Seguridad y Salud en el Trabajo ADRES, a favor del 

demandante, solicitado cumpliera con el requisito exigido en las sentencias 

emanadas de las alta Cortes, 

'Por consiguiente r e cz &In razonable que los &lineros de COOSALUD FPS-S -girados del 

SGP-, puedan ser embargados cuando la medida cautelar pretende garantizar elpago de 

obligaciones contenidas en títulos ejeattiuos emitidos precisamente en razón de las 
servidos de idéntica ~D'estados a los afiliados  del sistema de seguridad scrinl 

vinculados alaEPS-S máxime que el artiCulo 21dd Dadeto 28de 2008,  hace referencia  a 

la inembarad de los recursos del sistema general de participadones que aún hacen 
parte del presupuesto de las entidades públicas, no cuando tía han sido entregados alns 

EPS"(subrctuado fuerade texto) 

Estando claro que el tema queda resuelto al determinar la procedibilidad 

del embargo de las cuentas maestras bancarias a cargo de Coomeva EPS 

en las que son girados los recursos del Presupuesto General de la Nación 
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al estar inmersas en la excepción de inembargabilidad señalada en esta 

providencia. 

Concluyendo que en virtud de los presupuestos normativos y 

jurisprudenciales citados en esta providencia, es claro que sobre las 

cuentas maestras de las EPS a las que son girados dineros provenientes 

del Presupuesto General de la Nación para la financiación de los servicios 
de salud de los afiliados al Régimen Subsidiado de Salud recae el principio 

de inembargabilidad, atendiendo que dichos recursos son destinados para 

el cumplimiento de los fines esenciales del Estado, pero que con 

fundamento en la tercera y cuarta excepción al principio de 

inembargabilidad, aquella que señala la viabilidad del cobro de títulos 

legalmente válidos, debe verse junto con aquella que indica las acreencias 

objeto de recaudo deben estar relacionadas con alguno de los servicios de 

salud, educación, agua potable y saneamiento básico. 

Y en este caso, es procedente esa excepción, pues se desprende del 

plenario que los títulos valores son facturas presentadas para el cobro 

ejecutivo, títulos legalmente válidos que fueron expedidos con ocasión a la 

prestación del servicio asistenciales a los afiliados de Coomeva EPS. 

Puntualizando que el Juzgado de origen decretó el embargo de las cuentas 
bancarias de la ejecutada como se evidencia en autos de fecha 8 de marzo 
de 2018, 23 de marzo de 2018 y el auto de fecha 2 de agosto de 2018, de 
ahí entonces que, teniendo en cuenta, las comunicaciones enviadas por 
parte de los bancos OCCIDENTE y AV VILLAS referentes a la 
inembargabilidad de los recursos consignados allí, así como la solicitud del 
apoderado demandante, de que se de aplicación a la medida de embargo, 
de conformidad con la orden tutelar y con fundamento en lo reiterado por 
la Corte Suprema de Justicia una vez más mediante Sentencia STC7397-
2018 de fecha 7 de junio de 2018. 

Así las cosas, las medidas deben aplicarse primeramente sobre los 

recursos propios, si no existen o fueren insuficientes, sobre recursos 

destinados al pago de sentencias y conciliaciones, si estos no fueren 

suficientes o no existieren, entonces, se aplicará sobre los recursos 
destinados al sector salud, por encontrarse este asunto inmerso en las 
excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos de la salud al 

haber salido los recursos del Sistema General de Participación, y haber 
sido consignado a la E.P.S. ejecutada. Debe limitarse a estas precisas 

excepciones.  

Así las cosas, dese aplicación a la medida cautelar decretada por el 

Despacho en providencias de fecha 8 de marzo, 23 de marzo y 2 de agosto 

de 2018. 



NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

JUEZ, 
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Debe tenerse en cuenta por parte del Juzgado de origen lo ordenado en la 

resolución 006045 de 2021, que da cuenta de la toma de posesión 

inmediata de los bienes, haberes y negocios de COOMEVA ENTIDAD 

PROMOTORA DE SALUD S.A. 

En consecuencia, el Juzgado, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Revocar el auto agosto 2 de 2018, por las razones expuestas en 

la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO. Dese aplicación a la medida cautelar decretada por el 

Despacho en providencias de fecha 8 de marzo, 23 de marzo y 2 de agosto 
de 2018, ordenando a BANCO OCCIDENTE y AV VILLAS, que debe 

aplicarse primeramente sobre los recursos propios, si no existen o fueren 

insuficientes, sobre recursos destinados al pago de sentencias y 

conciliaciones, si estos no fueren suficientes o no existieren, entonces, se 

aplicará sobre los recursos destinados al sector salud, por encontrarse 
este asunto inmerso en las excepciones al principio de inembargabilidad 

de los recursos de la salud al haber salido los recursos del Sistema 
General de Participación, y haber sido consignado a la E.P.S. ejecutada.  

Debe limitarse a estas precisas excepciones.  

TERCERO. Sin condena en costas al no estar acreditadas. 

CUARTO. Envíese el presente proveído al Juzgado de Origen y téngase en 

cuenta lo ordenado en la resolución 006045 de 2021, que da cuenta de la 

toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios de 
COOMEVA ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD S.A., si ello fuere 

procedente. 
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